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Resumen:

En un documento anterior, se reseño el análisis de distintos sistemas delictuales, con la finalidad de determinar sus características, las secuencia o etapas, la identificación de los actores involucrados y de las diversas  instancias de denuncia, así como la efectividad de  los controles puestos en juego para su combate. 

El presente trabajo avanza en el estudio de tres de esos delitos (lavado de dinero, trata de personas y tráfico de drogas) considerándolos como un proceso y asociando a cada una de sus etapas los controles existentes. El análisis de los controles pretende determinar su especificidad y efectividad así como el origen de las normas que los instituyen para, finalmente, determinar puntos débiles de las políticas de control del delito.

Introducción
Este trabajo presenta los avances de la investigación sobre la vulnerabilidad de los sistemas de apoyo a la corrupción  que se desarrolla  en el Instituto de Investigaciones Administrativas de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires y cuyo objetivo es profundizar la hipótesis que concibe a la corrupción como un apoyo para proteger a los sistemas delictivos complejos y para auto-protegerse, así como determinar los factores que hacen vulnerable ese sistema de protección. 

En una instancia previa se estudio en detalle cada uno de los sistemas delictuales y luego se avanzó en una propuesta comparativa en la que se identificaron para cada sistema delictual las etapas, los actores involucrados en cada una de ellas y los sistemas y organismos de control existentes. Las medidas de prevención llevadas a cabo y  las eventuales instancias de bloqueo en las medidas de control a fin de que éstas no prosperen.
  

A partir del estudio realizado, se analizan en particular cada una de las distintas etapas de los sistemas delictuales y las instancias de control asociadas, según se resume en el cuadro que se expone como Anexo
 donde para cada sistema delictivo se describen las etapas del proceso, las condiciones que predisponen, los actores y su condición de legalidad y finalmente los elementos que hacen a la prevención y el control de cada una de las etapas. 

Como primera cuestión nos preguntamos acerca de la existencia o no de controles en cada una de las etapas, las características de los mismos y su grado de especificidad; luego avanzamos sobre las prácticas de control para evaluar la efectividad de las acciones de control en cada una de las etapas y sobre cada uno de los actores involucrados. 

En segundo lugar se reflexiona sobre la normativa existente para el control y lucha contra el delito y en qué medida su aparición se relaciona con necesidades internas de los países o con presiones externas de organismos internacionales a fin de controlar y eliminar los delitos globales. Se hace un especial análisis de los organismos de carácter local relacionados con el control y sus limitaciones, en particular cuando son creados con el objetivo de  cumplir con la normativa internacional (presiones externas), y no tanto con el objetivo de  combatir efectivamente el delito. 

Finalmente, se formulan consideraciones para el establecimiento o el perfeccionamiento de políticas destinadas a la lucha contra la corrupción y el crimen organizado.

Análisis de las instancias de control

- Especificidad de los controles

Podemos distinguir distintos tipos de control según su grado de especificidad; aquellos propios de cada sistema delictivo y, dentro de cada delito, aquellos específicos en una etapa del mismo. Por otra parte, existen controles comunes a los distintos sistemas que serían los inespecíficos; por ejemplo aquellos que atacan las causas sociales que favorecen el delito o el grado de problematización social del mismo. Sobre esta base analizaremos los procesos delictivos seleccionados.

Si partimos de los controles menos específicos, podemos decir que en el origen de la trata de personas (en la etapa de reclutamiento) y del narcotráfico (principalmente en las etapas de cultivo y de consumo) hay un problema social de exclusión por razones económicas y de educación que crea las condiciones propicias para el delito. Aquí las políticas de desarrollo social, aunque no específicas, proveerán una base para la erradicación del delito; también es importante, especialmente en el caso de la trata de personas, poner la problemática en la agenda pública y en la opinión pública en general.

Otro tipo de control no específico, común a los tres sistemas delictivos analizados y directamente relacionado con el carácter global de los mismos, son los controles inmigratorios y aduaneros. Tanto cuando la persona es el objeto del tráfico, cuando  transporta dinero en la etapa colocación o cuando transporta la droga; la efectividad de estos controles es central y, por lo tanto, también susceptible de corrupción. Aquí es fundamental la profesionalización y la adecuada retribución de la función.

Desde el punto de vista de controles específicos para cada tipo de delito, podemos decir que la normativa más desarrollada se encuentra en materia de narcotráfico y de lavado de dinero, aquí la influencia de organismos internacionales: DEA e INTERPOL (narcotráfico) y FATF y GAFI (lavado de dinero) ha impulsado los controles locales. En el caso de la trata de personas, si bien existe preocupación desde la perspectiva de los derechos humanos, tal vez por la diversidad de situaciones que comprende, no existe un marco normativo específico.

Si abordamos la existencia de controles específicos para cada etapa del delito, veremos, por ejemplo, que en el lavado de dinero existen los controles propios del sistema financiero en cuanto a la identificación del cliente y las transferencias de fondos y también la existencia de Unidades de Información Financiera – impulsadas por el GAFI – su labor se centra en la tarea de inteligencia a partir de la información recibida sobre las transferencias y la integración del dinero sucio en el circuito económico legal.

En el narcotráfico, las características del proceso delictivo, hacen que el cultivo y la elaboración de la droga se realicen en un lugar – en general zonas aisladas y pobres – para luego trasladarla a los centros de consumo, principalmente los grandes conglomerados urbanos. Como consecuencia, los controles requieren de sofisticados sistemas de información satelital para la ubicación de cultivos y de lugares de elaboración complementados con la acción de las fuerzas de seguridad. En las etapas de transporte, distribución y comercialización resultan fundamentales las tareas de inteligencia, infiltración y seguimiento, que en muchos casos requieren la articulación con organismos internacionales.  

En este tipo de actividades juegan un rol importante las fuerzas de seguridad, que no siempre se encuentran adecuadamente especializadas o tienen bajas retribuciones y por lo tanto se vuelven vulnerables a la corrupción. En la etapa final de consumo la importancia, más que en la represión, debería centrarse en la difusión de los  peligros de las adicciones.

Por último, si consideramos la trata de personas la principal característica es la inexistencia de la tipificación del delito en la legislación penal local y nacional así como la falta de criterios unificados en materia regional e internacional
; sin duda en estas carencias se refleja la falta de conciencia  social sobre el delito. Los controles migratorios, de gendarmería y prefectura si bien son importantes en la etapa de transporte y recepción de personas, no están específicamente orientados a este tipo de delito. Esta falta de especificidad queda particularmente expuesta en la etapa de explotación, que tiene diversas formas: trabajo ilegal, prostitución, etc.

· Efectividad de los controles

El análisis anterior permite inferir ciertas conclusiones acerca de la efectividad de los controles; los controles comunes a los distintos delitos, principalmente inmigratorios y aduaneros, pierden efectividad en la medida que no existen procedimientos y capacitación específica para los agentes; también la falta de seguridad en la emisión de documentos facilitan el ocultamiento o cambio de identidad y vulneran los controles.

Cuando existe información de inteligencia previa,  los controles se vuelven más específicos y  por lo tanto más efectivos. Pero, la importancia de los intereses en juego hacen vulnerables a los agentes que intervienen; sólo pueden contrarrestarlos una fuerte profesionalización, una adecuada retribución y un efectivo sistema punitivo.

En el caso particular del narcotráfico las condiciones sociales que favorecen participación en los cultivos ilegales y en las etapas posteriores de transporte y comercialización, resultan una realidad difícil de solucionar en los países pobres donde pasan a constituirse en una alternativa de subsistencia no fácilmente reemplazable por otros cultivos o actividades. 

Más recientemente, el círculo se cierra al desarrollarse drogas de baja calidad  y muy baratas que difunden el consumo en los sectores menos protegidos y además de ampliar el negocio favorecen el reclutamiento de mano de obra para el delito. La situación se vuelve explosiva en los barrios marginales por una combinación de delito y violencia que, como en los dramáticos episodios de San Pablo
, hablan de la desesperanza social y de la debilidad del estado.

Las tareas de detección de cultivos, de centros de elaboración y  de transporte requieren de equipamiento y de personal de seguridad del que no siempre se dispone y por otra parte, las cantidades de dinero en juego constituyen una fuente de sobornos y complicidades. En las etapas de distribución y comercialización el control se centra en las tareas de inteligencia y vigilancia policial también vulnerables a los factores mencionados.

Las actividades de comercialización de la droga que generan gran cantidad de dinero en billetes de baja especificación pasa a vincularse con otro de los sistemas delictivos analizados: el lavado de dinero. Aquí aparecen empresas, que cubren los requisitos legales de constitución y funcionamiento, pero que sirven de fachada para justificar el origen de los fondos que se introducirán al circuito legal. 

En efecto, los fondos provenientes del tráfico de drogas constituyen la etapa previa al  lavado de dinero, pero también contribuyen a la generación de fondos otras actividades delictivas como el tráfico de armas, la trata de personas y la corrupción, entre otras. 

El proceso de lavado de dinero propiamente dicho comienza con la colocación del dinero es decir la introducción del mismo en el sistema financiero, para lo cual las organizaciones delictivas utilizan auxiliares con identidad falsa o empresas de “fachada”. Aquí la entidad financiera donde se colocan los fondos es la primera responsable del control. Las estrictas normas de los bancos centrales en cuanto a identificación de clientes y control de transacciones no siempre se cumplen, aún en el caso de grandes bancos internacionales
.

En la etapa del lavado de dinero conocida como de “ensombrecimiento” los bancos vuelven a ser actores en las transferencias de fondos a través de bancos offshore y en posteriores operaciones financieras y cambiarias. En nuestro país estas operatorias se encuentran reguladas por el BCRA y la Comisión Nacional de Valores y más recientemente, por la Unidad de Información Financiera (UIF). 

Por último, la integración constituye el último paso del proceso en el cual el dinero de origen ilegal queda formalmente incorporado al circuito económico. Los medios más utilizados son inversiones inmobiliarias, hoteles, cadenas de negocios minoristas, etc. Estas operaciones requieren de intermediarios (agente inmobiliarios, escribanos y otros profesionales); aquí la UIF tiene amplias facultades para investigar y sancionar, que en parte a delegado en los profesionales que intervienen y que a la fecha no ha demostrado su efectividad.

En el caso de la trata de personas el reclutamiento se ve favorecido por la existencia de grupos humanos vulnerables a la acción de los reclutadores; las condiciones que favorecen están asociadas a la pobreza, la marginalidad, la discriminación, el desempleo y la violencia social. Aquí la prevención debería centrarse en políticas sociales y educativas que ataquen las causas; por otra parte, como se vió, no existe tipificación del delito de trata; sólo se reprimen los efectos posteriores como la prostitución o la privación ilegítima de la libertad.

En la etapa de transporte, según el medio utilizado, juegan dos tipos de controles. En el caso en que el traslado se haga a través de los medios normales de transporte intervienen los controles migratorios con las limitaciones comentadas en cuanto a la efectividad e integridad de los agentes y también de la existencia de documentación falsa. 

En el caso de traslados clandestinos a través de la frontera, el control corresponde a la gendarmería o prefectura, con las dificultades propias de la relación entre los medios y el espacio a controlar. Los transportistas evaluaran alternativas para llevar a destino su “mercadería”: cruzar ilegalmente la frontera, eludir controles o sobornar a los controladores.

Al arribo de las personas al lugar de destino aparece un nuevo actor “el receptor”; se trata de un referente local que ha tramitado falsos contratos de trabajo, visas de empleo temporal o certificados matrimoniales y será el nexo con la etapa final de explotación. Ésta tiene como principales variantes la explotación sexual en prostíbulos, saunas o centros de recreación nocturna, la explotación como mano de obra barata fuera del resguardo  legal o la mendicidad y la delincuencia organizada.

En estos casos, las fuerzas policiales constituyen un elemento central en la detección de situaciones de explotación en sus diversas formas, pero también resulta central la tarea de inteligencia y vigilancia de los organismos de derechos humanos, de las autoridades de la áreas de trabajo y previsión y de la justicia. La efectividad de estos controles además de normas específicas; exige medios y, especialmente, un marco institucional  adecuado que asegure la profesionalización y evite la corrupción.

Más allá de la ineficiencia, negligencia o lenidad de las instancias de control, en el caso de la trata de personas, también falla el control social  por el desinterés o ignorancia de la población por la problemática o, más directamente, por su complicidad como consumidores de bienes y servicios provenientes de la explotación de personas.

· Origen de la normativa
El dinero que se lava anualmente a través del sistema financiero alcanza según estimaciones del FMI
  a 2 billones de dólares pero si se incluye el costo de combatir el delito, la cifra representa casi un 10 % de PBI mundial con el consiguiente efecto en las economías de los países y, más recientemente, la posibilidad de financiación del terrorismo. Frente al incremento y significación de los sistemas delictivos que generan el dinero a lavar se han desarrollado estrategias para la prevención y represión de la actividad.

La acción internacional se encuentra coordinada por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) creado en 1989 y es quien establece las recomendaciones que deben cumplir los países que se integran al organismo. Argentina formalizó su incorporación en el año 2000 y sancionó en consecuencia la Ley 25.246 estableciendo un régimen penal para el lavado de dinero.

La ley  de referencia también instituye la Unidad de Información Financiera (UIF) que concentra la información bancaria y bursátil respecto de operaciones sospechosas. Lamentablemente, según el especialista Roberto Durrier (h)
  las normas no se dictaron para ser cumplidas, sino tan sólo para generar una apariencia  de confianza en los mercados internacionales; esta situación se ve reflejada en la ausencia de sanciones y en las actualizaciones de la ley aprobadas bajo la presión internacional. Agrega el especialista que la UIF no cuenta con los medios necesarios para cumplir su función de inteligencia y transfiere la responsabilidad de informar a contadores, escribanos, sociedades de bolsa, aseguradoras, etc.

En materia de narcotráfico, principal origen del dinero lavado, también se han generado esfuerzos globales de control como respuesta a la importancia del delito y su modalidad de crimen organizado que transciende las fronteras nacionales; estas medidas están fuertemente orientadas por la DEA que incluso, coordina acciones de fuerzas militares y de seguridad en otros países fuera de los Estados Unidos. La INTERPOL también cumple un rol importante en materia de inteligencia y colaboración internacional en materia de narcotráfico.

Consideraciones finales sobre las políticas de control

El análisis comparativo de tres sistemas delictivos (narcotráfico, trata de personas y lavado de dinero) consideró las distintas etapas que comprende cada sistema y la especificidad y la efectividad de los controles asociados a las mismas. Del mismo se  desprenden las siguientes consideraciones sobre las políticas de control:

· Existe necesidad de políticas de promoción social y educación como base para la contención de problemas de trata de personas (en la etapa de reclutamiento y posterior explotación) y de narcotráfico (principalmente en las etapas de cultivo, comercialización y consumo). Estos delitos reclutan sus agentes en zonas y poblaciones marginales y, a su vez, potencian su marginalidad.

· En materia de controles migratorios y aduaneros, comunes a los tres sistemas delictivos analizados, se observa falta de medios, de procedimientos específicos y de profesionalismo. Todo esto los vuelve vulnerables frente a la significación económica de los delitos analizados.

· Los controles sobre el narcotráfico (sofisticados sistemas de vigilancia de cultivos, plantas elaboradas y transporte, así como las tareas de inteligencia coordinadas internacionalmente) si bien son específicas, no logran plenamente su propósito frente a la magnitud del crimen organizado y a los problemas sociales mencionados más arriba.

· En el caso del lavado del dinero, las regulaciones bancarias y sobre operaciones bursátiles y cambiarias, son específicas y su aplicación se ha internacionalizado a partir de la creación del GAFI. No obstante su efectividad se ve afectada por omisiones de algunos de los actores, por la existencia de entidades off shore y por falta de convicción y medios de los organismos locales de control de la información financiera.

· La trata de personas, carece de una legislación específica que sancione el delito y no solo las consecuencias (distintas formas de explotación). También resultan poco efectivos – por falta de medios, negligencia o lenidad – los organismos que deben controlar las distintas formas de explotación sexual o el trabajo en negro; también falla es control de la sociedad que es cómplice por indiferencia ante el problema.

· Los controles más elaborados frente al crimen organizado se dan en el caso del narcotráfico y del lavado de dinero, y en general su aplicación en el ámbito local surge por imposición de organismos internacionales. La falta de medios, pero principalmente la decisión política quita efectividad a estos controles, los convierte en cuestiones formales y en muchos casos (lavado de dinero) el estado transfiere el peso del control a los particulares.

· Hemos visto los controles preventivos y punitivos de las actividades delictivas analizadas; su grado de especificidad y las falencias en su aplicación. La falta de percepción de los riesgos económicos y sociales del crimen organizado y de decisión política para enfrentar el problema es consistente con los factores que según Transparencia Internacional
  inciden en los altos niveles de corrupción: debilitamiento del control legislativo; carencia de mecanismos que promuevan la transparencia; lentitud en la actuación judicial; debilitamiento de los organismos de control y bajo nivel de compromiso del sector privado y sindical, entre otros.
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� Francisco Suárez at al Documento de Trabajo “Estudio comparado de la vulnerabilidad de los sistemas de apoyo a la corrupción” Facultad de Ciencias Económicas (UBA), Buenos Aires, 2006.


� El Anexo resume los análisis realizados por Alejandro Lafleur (narcotráfico), Marcelo Mutti (trata de personas) y Juan José Gilli (lavado de dinero).


� En un seminario realizado en noviembre de 2006, se presentó un proyecto de ley de la diputada Stella Maris Córdoba para la “Prevención, protección, asistencia a la víctima y sanción del delito de trata de personas” que considera los derechos de las víctimas en materia de asistencia, la creación de una secretaría específica en el ámbito del PEN, un programa nacional de prevención, protección y asistencia y un régimen penal específico.


� Ver artículo de La Nación del 31/5/06 “El Brasil que nos preocupa” de Daniel Larriqueta.


� Ver artículo de The Wall Street Journal of Americas acerca de las sanciones a los bancos Riggs, Morgan Chase, of America y ABN Ambro. Reproducido por La Nación 30/12/04.


� Artículo de The Observar “La maquina de lavar” reproducido por La Nación del  9/11/05


� Artículo “Faltan herramientas para frenar el lavado de dinero” publicado en La Nación del 22/05/06





� Nota de Martín Dinatale sobre el informe de transparencia internacional publicado por la Nación 06/11/06








PAGE  
7

